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CASO No. 159-11-JH

FT PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR,EN EJERCIOO m?SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES YLEGALES,
EMITE LA SIGUIENTE

Sentencia

Revisión de garantías (JH)
El hábeas corpus y las personas enmovilidad

Persona extranjera privada ilegalmente de su libertad presenta hábeas corpus. Se niega la garantía en
^s instancias por considerar que no se ha vulnerado norma alguna yque se han respetado las
SS^TdebMo proceso en su deportación. La sentencia analiza el alcance del hábeas corpus y,P^tat Meta efectiva, los derechos atransitar libremente, ala igualdad yno discriminación, a
las condiciones de la privación de libertad y a migrar.

I. Trámiteante la CorteConstitucional

1 El 30 de mayo de 2011, la Sala de lo Civil yMercantil de la Corte Provincial de Justicia de
Pichincha remitió ala Corte Constitucional la sentencia en la acción de hábeas corpus.

2 El 13 de diciembre de 2011, la Sala de Selección de la Corte Constitucional resolvió
¿leccLn rel caso por cumplir con los parámetros de gravedad, ^ *ta¿^*£*

precedente judicial yrelevancia nacional, conforme lo previsto en los artículos 86 (5) y436 (6)ffíSiucSn de la República, y25 de la Ley Orgánica de Garantías Junsdiccionales y
Control Constitucional (LOGJCC).

3. El 5de enero de 2012, el Pleno del Organismo sorteó la causay™?^™^™^
ala Segunda Sala de Revisión, conformada por los jueces constituyales Manuel Viten Olivera,
PatrSfpáSniño Freiré yHernando Morales Vinueza. El 24 de enero de 2012, se designo comojuez ponlraPatricio Pazmiño Freiré. La mencionada sala no resolvió el caso oportunamente.
4 Una vez posesionados los actuales integrantes de la Corte Constitucional, en festón de
Pleno llevada acabo el 19 de marzo de 2019, se sorteó la causa ycorrespondo su sustanaacion
al juez Rlmiro Ávila Santamaría. El 29 de mayo de 2019 avocó conocumento de la causa.
5 El 12 de junio de 2019, tuvo lugar la audiencia para escuchar alas partes ytener elementos
LaanaUzar arelevancia del caso. Comparecieron el señor José Antonio Olivera San Miguel
en repreeLdoTde la ministra del Interior, Nathaly Salazar Brito; en representación del
pLuradorgTeraldel Estado, Jenny Samaniego Tello; en representaron del —o de
Reíac ones Exteriores yMovilidad Humana, Diego Mora Echeverría; por e 0bs^«"^e
Humanos (INREDH), Mónica Vera; ypor sus propios derechos, Javier Arcentales lllescas.
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6. El 19 de julio de 2019, la Tercera Sala de Revisión, conformada por las iuezas
constitucionales Karla Andrade Quevedo, Ramiro Ávila Santamaría y Daniela Salazar Marín
aprobó el proyecto de sentencia presentado por el juez ponente.

II. Competencia

7. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 436 (6) de la Constitución de la República
en concordancia con los artículos 2(3) y25 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 0
exnedi , T H°nal (L0GJCC)' * ^ * ta Corte C^itucional es competente paraexpedir sentencias de revisión que constituyen jurisprudencia vinculante oprecedente de carácter
erga omnes, en todos los procesos constitucionales que llegan a su conocimiento a través del
proceso de selección.

t C^rL°?ÍCC eS!abl6Ce dtérmÍn° dC treS díaS para el envió de la sentencia ejecutoriada a
arícu^Tt P°r ^ fe bS JU6CeS qUe han COnocido la 8arantía institucional(articulo 25.1 , el termino para que las sentencias escogidas por la Sala de Selección puedan ser

revisadas (articu o25 6), el término de cuarenta días para la expedición de la sentenciado
25.8). Cada uno de estos términos señalados han sido de imposible cumplimiento por la cantidad
de causas que conocen los jueces ytribunales de instancia, por la cantidad de causas que llegan a
la Corte yque se deben analizar individualmente, por la complejidad de muchas causas que
requieren un profundo estudio ypor la carga procesal que tiene la Corte con «lactóoToSS
competencias. Estos términos responden auna regulación legislativa ajena ala realidad procesa
yque hacen que sea necesario que la Corte pueda pronunciarse, por su relevancia en el desalo lo
de los derechos, sobre cada caso seleccionado para revisión.

9. La norma contenida en el artículo 25 (6) de la LOGJCC, según la cual el caso que fuere
seleccionado veinte días después de ingresado debe entenderse excluido de la revisSnTque ta
Corte al em.tir su sentencia, esté facultada únicamente para emitir un pronunciamiento para casos
posteriores yno para el que está juzgando, cuando la Corte encuentra daños ocasionados po
vulneraciones de derechos constitucionales que no fueron adecuadamente reparados yque
subsisten al momento de dictar sentencia, anularía la efectividad de la garantía constitucional nara
rtectTrrr dereCh7 ^T108 7y86 ^kCo«*itución^^^el derecho ala reparación integral (artículo 86.3 de la Constitución) y, además expropiaría la

experiencia de dolor de la víctima con un fin de efícientismo procesal que ¡STuÍ
transgresión contra el primordial y«más alto deber del Estado" que «consiste en respetar yhacer
respetar los derechos garantizados en la Constitución (artículos 3.1 y11.9 de la (CtotónT
Ane estos casos, un pronunciamiento de la Corte que no tenga efectos concretos para avTctoa
identificada sena una violación más ala tutela efectiva de sus derechos. Por esta razón en Z
casos de revisión, el término del artículo 25 (6) es inconstitucional por impedir ta effcada de la

10. Para cumplir el propósito de desarrollar los derechos ygarantías mediante el proceso de
ev.s.on ygarantizar la seguridad jurídica, la contradicción y, en general, el debido proceso en

los casos de selección, la Corte debe precautelar los derechos «fe las partes fatoSS al
momento de revisar las causas seleccionadas. Para el efecto, la Corte debe notita atoSls la
partes procesales desde el avoco de conocimiento de la causa seleccionada onvocar a una
audiencia en la que las partes serán debidamente escuchadas yrestringir el ana isis jurídico aloshechos del caso que han sido conocidos en sede jurisdiccional. sisjunoico alos
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11 Cuando transcurra un tiempo considerable entre la expedición de la sentencia
ejecutoriada yla sentencia de revisión, la Corte deberá considerar con particular atención los
efectos de la sentencia. En estos casos, la Corte expedirá jurisprudencia con efectos de carácter
general. Cuando constata que perduran los efectos por la violación de derechos al momento de
expedir sentencia, la Corte debe modular los efectos de la sentencia para el caso concreto ypodra
establecer mecanismos de reparación adecuada al caso. Para lograr esos efectos, la norma
contenida en el artículo 25 (6) de la LOGJCC es inaplicable cuando la Corte evidencie que, en un
caso seleccionado, por una vulneración de derechos constitucionales, el daño subsista al momento
de dictar sentencia yno ha sido adecuadamente reparado, por contravenir las normas recogidas
en los artículos 3 (1), 11 (9)y 86(l)(a) de laCRE.

12 El presente caso guarda relación con la Ley de Migración, actualmente derogada1. Sin
embargo, de acuerdo con el artículo 76 (8) de la LOGJCC, esta Corte tiene la facultad de anahzar
el efecto de las normas en el tiempo «Cuando normas derogadas tengan la potencialidad de
producir efectos jurídicos contrarios a la Constitución", por lo cual este caso requiere ser
analizado.

III. Hechos del caso

13 El señor José Antonio Olivera San Miguel, de nacionalidad cubana, ingeniero en sistemas,
trabajador independiente, en unión de hecho con la ciudadana ecuatoriana Alejandra Campana
Benítez, con quien procrearía un hijo, tenía como objetivo regularizar su condición migratoria en
Ecuador:

En elproceso de regularización yo me documenté. Lo primero que me decían era
que no podía quedar ilegal, entonces yo fui apedir refugio, porque no quena
regresar ami país por la situación política ysocial. Ahí me negaron el refugio
porque decían que los migrantes cubanos no tenemos una condición como
refugiados, solo era para los colombianos porque venían huyendo de la guerrilla,
entonces me negaron.2

14 El 20 de enero de 2011, cuando "...estaba entregando unasfacturas de un cliente yahí me
detuvieron yme dijeron que porque no tenía mis documentos activos, les dije estoy haciendo
trámites migratorios yme llevan ala unidad que está en La Luz^Xsic).

15 Según el parte policial consta que en la Av. Galo Plaza ycalle Isaac Albéniz de la ciudad de
Quito, provincia deschincha, a las 12h30, la Policía Nacional «procedió ha realizar una
verificación de documentos al ciudadano de nacionalidad cubana de nombres OLIVERA SAN
MIGUEL JOSÉ ANTONIO (sic)". La persona mostró una copia del pasaporte, yacto seguido, o
trasladaron a la Jefatura Provincial de Migración de Pichincha. En dicho lugar, revisaron la
situación migratoria en la que se encontraba la persona ypudieron observar que ingreso al país el
23 de octubre de 2009, "por tal razón procedfieron] asu detención en vista de que se encuentra
en permanencia irregular"" Le trasladaron al albergue temporal yrealizaron el parte al Jefe
Provincial de Migración de Pichincha.

' Por la Ley No. 0, publicada en Registro Oficial Suplemento 938 de 6de febrero de 2017.
*Versión de José Antonio Olivera San Miguel, audiencia pública, 12 de junio de 20 9. j^ -
3Versión de José Antonio Olivera San Miguel, audiencia pública 12 de junio de 2019.
«Parte elevado al Jefe Provincial de Migración de Pichincha, 20 de enero del 2011, ts. 9.
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16. En el lugar de detención, albergue temporal, conocido como "calabozo de migración"
ubicado -según refiere el señor Olivera- en la calle Río Coca en la ciudad de Quito, permaneció
tres días. Al respecto expresó:

...había unas condiciones que no eran comopara tener aunapersona normal. Era
súper pequeño. Había un montón de migrantes de diferentes países, había
haitianos, cubanos, colombianos, habían nigerianos. Estaban ahí con colchones
que la gente nos regalaba, quefamiliares de ellos mismo ogente que les conocían
les regalaban parapoder dormir. No había baños, hacían las necesidades en una

funda y sacaban a la basura.5

17. Al cuarto día, el señor Olivera fue trasladado aotro centro, un hotel que fue adaptado para
personas extranjeras que estaban en procesos de deportación. Ahí estuvo cuarenta ycinco días.

Ahí estaban las condiciones un poco mejores, ahí ya por lo menos había agua
había camas, nos llevaban desayuno, almuerzo ymerienda normal, pero igual yo
en mi caso, no quería estar ahí porque no tenía ningún delito y tenía mifamilia
teníami trabajo.6

18. El 21 de enero de 2011, la Intendencia General de Policía de Pichincha convocó aaudiencia
de deportación por haberse determinado que la persona se encontraba «con PERMANENCIA
IRREGULAR" (fs. 14, énfasis original).

19. El 24 de enero de 2011 tuvo lugar la audiencia de deportación. El señor Olivera por
intermedio de la Defensora Pública, Marcela Borja Román, explicó que el 20 de enero de 2011
antes de ser detenido, había obtenido en la embajada cubana el habilitado del pasaporte lo cuaí
le permitía acceder acualquier tipo de visa anivel mundial, por lo que solicitó la libertad para
gamitar su documentación migratoria. La fiscal, Clara Aveiga Solórzano, sostuvo que el señor
Olivera se encontraba en una situación migratoria irregular yque no se había demostrado que
tenia un compromiso y que estaba gestionando su regularización.

20. El 26 de enero de 2011, el Intendente de Policía de Pichincha constató que el ciudadano
cubano ingreso el 23 de octubre de 2009, se le concedió una visa T-3 por 90 días que había
permanecido 15 meses «en calidad irregular", que la persona no había presentado documento
alguno para probar sus afirmaciones y que se había solicitado, sin recibir respuesta
documentación ala Dirección de Refugio del Ministerio de Relaciones Exteriores. El Intendente
de Policía afirmó que «toda nación tiene poder inherente asu soberanía yesencial asu propia
conservación para impedir el ingreso de extranjeros al territorio del estado " (fs 16v)
Finalmente, «ordena la INMEDIATA DEPORTAClñ^ (fe 1¿„ ¿nfn,is nH^i) " ' h

21. El resultado del proceso de deportación no fue notificado ni tampoco terminó en la
deportación.

5Versión de José Antonio Olivera San Miguel, audiencia pública, 12 de junio de 2019
Versión de José Antonio Olivera San Miguel, audiencia pública, 12 de junio de 2019.
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22 El 1defebrerode2011,KettydelosÁngelesCastroTituaña,asesorajurídicadelaCasade
Movilidad Humana del Distrito Metropolitano de Quito, presentó afavor de José Antonio Olivera
San Miguel, acción de hábeas corpus. En la acción argumento que:

las personas estaban detenidas (por varios días) en este centro que no presta las
garantías suficientes para que las puedan (sic) permanecer privadas de libertad,
pues no tenían acceso a servicios como alimentación, agua, saneamiento,
ventilación calefacción, adicionalmente duermen en colchonetas sobre el piso, no
había división de espacios para hombres y mujeres, no existía acceso a una
atención médica ni contaban con instalaciones sanitarias limpias. Ademas, se
encontraban hacinados, ya que no contaban con el espacio mínimo suficiente y
menos aún con cuartos individualizados, configurándose tratos crueles, inhumanos
y degradantes {fs. 1).

23 Se afirmó que los centros fueron adaptados yque los estándares de libertad se aplican no
soío apersonas procesadas ocondenadas penalmente. Se invocaron normas de la Constitución,
doctrina de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sobre migración yse sostuvo que
migrar es un derecho yque no puede considerarse auna persona ilegal por la condición migratoria,
de conformidad con los artículos 9y416 (6) de la Constitución. Finalmente invoco el derecho a
no ser devuelto al país de origen yque su privación de libertad, pasadas las 24 horas, fue arbitraria.
Solicitó la libertad inmediata por haberse violado el derecho amigrar, por considerar ilegal auna
persona por su condición migratoria, por los tratos crueles, inhumanos ydegradantes ypor haber
estado detenido por más de 24 horas.

24. El 7de febrero de 2011, el Juez Décimo Segundo de lo Civil de Pichincha (en adelante "el
Juez") avocó conocimiento de la acción de hábeas corpus.

25 El 9de febrero de 2011 se realizó la audiencia pública (no consta acta de la audiencia en el
expediente), sin la comparecencia de la Intendenta de Policía (fs. 58v). En la audiencia no se
escuchó al señor Olivera:

En el caso de cuando fui a la audiencia no me pidieron la palabra, solamente
designaron entre las entidades que estaban ahíybueno dijeron se niega el hábeas
corpus por decisión unánime yregresé detenido al centro de detención que no
fueron tres días, fueron tres días en un lugar ycuarentaycinco en el otro.

26. El 14 de febrero de 2011, el Juez «porfalta de prueba... desech[ó] el recurso propuesto"
(fs.58v). En la resolución, el Juez menciona que el señor Olivera:

se encuentra procesado con orden de deportación en firme, está en etapa de
ejecución. Vemos que si bien es cierto no se ha llegado a exhibir la orden de
¡privación de libertad por parte de la institución demandada, para considerar
arbitraria o ilegal, pero se ha demostrado la existencia de una orden de
deportación, lo que implica que el señor Olivera ha sidojuzgado por infringir la
Lev de Migración, además, dicho ciudadano de nacionalidad cubana no ha
demostrado que su privación de libertad implique riesgo inminente contra su vida,
libertad o integridad, que pueda acarrear a consecuencia de su deportación,
tampoco se ha demostrado que se encuentre privado de libertad desde lafecha que
se afirma 20 de enero de 2011, ni tampoco se ha demostrado por orden de quien

j>efí
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ocurrió tal privación de libertad, lo que sise ha observado el incumplimiento de
una norma vigente, como es laLey de Migración, alpermanecer ilegalmente en el
país... (fs. 58v).

27 El 17 de febrero de 2011, la asesora jurídica de la Casa de Movilidad Humana del Distrito
Metropolitano de Quito apeló la sentencia.

28. El 13 de mayo de 2011, la Corte Provincial de Pichincha, Primera Sala de lo Civil, Mercantil
Inquilinato y Materiales Residuales, rechazó el recurso de apelación. En los antecedentes se
demanda" deSCrÍt°S *" ^ demanda- En los considerandos, la Sala sostuvo que la

...debió dirigirse contra el Jefe o Director de Migración por ser la autoridad
responsable del cumplimiento de la decisión en cuestión. Al no haber sido parte de
este proceso, la referida autoridad policial ha sido privada de su derecho
constitucional de defensa... (fs. lv).

29. Al día cuarenta ycinco de privación de libertad en el segundo lugar de detención conocido
como el Hotel :

„.del centro de detención nos liberaron, nos hicieron firmar una acta y nos
hicieronfirmar cada semana, ahí tenía que firmar todos los lunes yno quedó en
nada, hasta que yadijeron: no necesitanfirmar más...1

Ecuador^0" °'ÍVera ^ MÍgUCl C°ntÍnUÓ ^ SU °bJetÍV° de reSularizar su Permanencia en

Yo seguí investigando con abogados para ver cómo hacía el proceso para
regularizarme y no había opciones. Te pedían una cuenta bancaria con "x"
cantidadde dineroypara sacar la cuenta tepedían la cédula ecuatoriana, entonces
ahí era como que una cosa no coordinaba con la otra. Entonces ahífui buscando
investigando, hasta buscar qué banco me daba esa opción de tener una cuenta
donde mostrar mi solvencia económicaparapoder ingresar mi residencia, que era
uno de los parámetros que nos impedían en aquel momento a los cubanos.8

31. Actualmente, el señor Olivera San Miguel lleva ya diez años en Ecuador yestá aún en
proceso de regularizar su situación migratoria:

Nació mi hijo y todavía pasé un año más para poder hacer residencia porque
teniendo un hijo ecuatoriano, teniendo la cédula mía, todos mis documentos
legalizados yapostillados tuve que mandar ahacer en mipaís. Costaron $120 00
Tuve queponer unapensión voluntaria amipropio hijo, queyo vivía con él porque
me dijeron "te casas ". Pero cómo me voy acasar sino permiten elcasamiento de
una persona que está ilegal con una persona ecuatoriana. Tuve que hacer una
pensión de alimentos voluntaria ami hijo que vivía conmigo. Tuve que esperar tres
meses, tener los últimos tres valores de pago de mi pensión voluntaria ami hijo

7Versión de José Antonio Olivera San Miguel, audiencia pública, 12 de junio de 2019
Versión de José Antonio Olivera San Miguel, audiencia pública, 12 de junio de 2019."
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que vivía conmigo, parapoderpresentar el documento en extranjería, para que me
dieran la residencia. Cuando fui me dijeron estás ilegal, no podemos darte la
residencia. Tienes todos los requisitos y tefalta la legalidad. Vete con esta carta,
pasa una visa de cuarentaycinco días, ven con esa visa en elpasaporteparapoder
ingresar tu carpeta, paga después para que anule la visa que hice por cuarenta y
cinco días, que era una cosa ilógica, para poder darte la visa de resndencia por
amparo de hijo ecuatoriano. Entonces un trámite, que costaba $250,00 me salió
casi en $900 00. Así ha pasado con toda lafamilia mía que tengo acá. ¡Ha sido un
trámite' Cada vez cambian los requisitos y cambian. Ahora te piden un seguro
médico. Tienes que estar tres meses con el seguro médico yque sea seguro total...
es como una cosa inentendible.9

IV. Análisis y fundamentación

32. La Corte Constitucional analizará el caso en el siguiente orden: 1. Consideraciones previas
sobre la movilidad humana como contexto general; 2. El hábeas corpus para garantizar la libertad
de las personas en movilidad; 3. La privación de la libertad de personas en situación de movilidad;
4 El derecho ala igualdad yno discriminación yla aplicación de perfiles discriminatorios en el
marco de operativos de control migratorio; 5. Las condiciones de los establecimientos de
privación de libertad de personas extranjeras en situación de movilidad; 6. El debido proceso en
el proceso de deportación; 7. El derecho amigrar ylos límites del Estado para controlar yregular
el ingreso ypermanencia de personas extranjeras; y, 8. La reparación integral.

(1) Consideraciones previas: la movilidad humana

33 Ecuador es un país caracterizado por ser un país de origen, tránsito ydestino, debido ala
intensificación de movimientos migratorios que se han mantenido en los últimos años.

a En el 2009 año en el que el señor Olivera San Miguel llegó al Ecuador, se registró un
total de 3531 402 movimientos internacionales.10 Las personas que entraban aEcuador eran
de varias nacionalidades. Ese año entraron a Ecuador 24.157 personas de nacionalidad
cubana, que entonces ocupaba el séptimo país de procedencia.11 Apenas el 2,08 /o de las
personas que ingresaban al país no retornaba asu país de origen.

b En el 2011 año en el que el señor Olivera San Miguel fue detenido, se registró un total
de 4.277.147 movimientos internacionales.12 Ese año el número de personas cubanas

9Versión de José Antonio Olivera San Miguel, audiencia pública, 12 de junio de 2019.
•o De esa cifra 1788 791 correspondieron a entradas a Ecuador (820.292 entradas por ecuatonanos y96^99 clls de personas extranjeras), y1.742.611 correspondieron asalidas ^Ecuador aotros
países (813.637 salidas por ecuatorianos y928.974 salidas de personas extranjeras).INEC, Anuario de
Entradas ySalidas Internacionales del año 2009,2011. n^¡nnav,^á se identificó" Del reeistro de las entradas de las personas extranjeras aEcuador según su nacionalidad se identifico
auflos Seros 10 países de procedencia fueron: Estados Unidos 251.039, Perú 232^632, Cotombiam 96 "es" fia 7 47P2, PanamáP29.345, Venezuela 24.836, Cuba 24.157, Chile 22.078 Holanda (Países
Bajos) 14585, yArgentina 26.715. INEC, Anuario de Entradas ySalidas Internacionales del año 2014,
n°De esa cifra 2.168.580 correspondieron aentradas aEcuador (1.027.543 entradas ^ «"""^
1.141037 entradas de personas extranjeras), y2.108.567 correspondieron asalidas desde Ecuador aotros

i^1
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descendió ligeramente a22.550 ingresos pasando al octavo lugar de países en cuestión de
ingresos a Ecuador.13

c. En el 2018 se registraron 7.653.258 movimientos internacionales y entre esos Cuba
desapareció de la lista de los diez primeros países cuyos ciudadanos entraban en el país yen
el primer lugar seencontraban las personas de nacionalidad venezolana.14

d. Los motivos de entrada de personas extranjeras aEcuador, en un 8,7% corresponde a
residencia (el resto es turismo). Mientras que los motivos de salida de los ecuatorianos hacia
el extranjero, en un 17,3% fue por motivos de residencia. El porcentaje de ecuatorianos que
deciden salir del país para elegir otro país como residencia es superior al porcentaje de
personas extranjeras que deciden quedarse en el Ecuador por motivos de residencia15.

34. La situación de movilidad humana, tanto para las personas nacionales que salen de nuestro
país como para las personas extranjeras que ingresan otransitan por el Ecuador, constituye un
factor de vulnerabilidad de derechos, en particular para quienes se encuentran en condición
migratoria irregular. De tal manera, el reconocimiento, respeto y garantía de derechos sin
discriminación es una tarea fundamental del Estado:

...la situación de vulnerabilidad en que suelen encontrarse los migrantes debido
entre otras cosas, aque no viven en sus Estados de origen yalas dificultades que
afrontan a causa de diferencias de idioma, costumbres y culturas, así como las
dificultades económicas ysociales ylos obstáculospara regresar asus Estados de
origen a que deben hacerfrente los migrantes sin documentación o en situación
irregular.

35. Si aesto se suma la xenofobia, el racismo, la violencia yotras formas de discriminación la
situación de vulnerabilidad es mucho más intensa.

36. Las causas de la movilidad humana son múltiples.

hay ecuatorianos que migran aotros países yalo mejor pasan por un proceso
difícil, nosotros los centroamericanos, las personas que están ahora llegando del

países (1.022.451 salidas por ecuatorianos y1.086.116 salidas de personas extranjeras). INEC, Anuario de
Entradas y Salidas Internacionales del año 2009,2011.

249S^ÍJS•en^í o' PeífAa,S extram'eras aEcuador se8"n su nacionalidad: Estados Unidos
30 055 Cubado rhf.ómT 'f^' ***** 55-°0°' 0tr°S 55"914' Panamá 26-033> Venezuela30.055, Cuba 22 550, Chile 29.104, yArgentina 26.715. En el documento de referencia no se ha establecido
que conglomerado depaíses forman parte de lacategoría de"otros".
MEn el,í°Í8,f regisfaron las estadísticas de las entradas de personas extranjeras aEcuador según sunacionalidad: Venezuela 39 4o/„, Estados Unidos 14,5%, Colombia 13,3%, Perú 6.0* España 4,2*?c££
,9%, Argentina 1,7%, Alemania 1,5»/», Canadá 1,4%, México 1,3%, y el resto de países 14 8%

Igualmente se registró las estadísticas de las salidas de los ecuatorianos según el país de destino- Estados
Unidos 37,2o/o, Perú 21,8%, Colombia 10,7%, España 7,4%, Panamá 4,1%, México 35%SileS%Argentina 21%, Italia 1,5%, yBrasil 1,3%. INEC, Boletín Técnico MUOiÍr&S^Í^
Estadístico de Entradas y Salidas Internacionales en elaño 2018 " Junio 2019

enS^¡^T^^^^ "Re8ÍStr° **"*» dC EmradaS ySaHdaS Internacionales
amaizo dee20o1d\Nha°2neS U"ÍdaS' ReS°luCÍÓ" 58/19°' Protecció" l̂os migrantes, A/RES/58/190,
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país de Venezuela, es bastante difícil llegar de un país ytratar de regularizarse y
seguir su vida con la opción de no regresarporque uno viene por un motivo porque
la situación política, económica ysocial es difícil en los países de nosotros.

37 Por ello no es casual que la Constitución del 2008 haya prestado particular atención a la
movilidad humana. Por un lado, dentro del capítulo tercero, «derechos de las personas ygrupos
de atención prioritaria", se encuentran las personas en movilidad humana y^ reconoce alas
personas el derecho amigrar yla prohibición de criminalizacon de la migración (articulo 40) el
derecho asolicitar asilo yrefugio (artículo 41), la prohibición de desplazamiento interno (articulo
42) el principio de igualdad entre personas nacionales yextranjeras (articulo 9) el principio de
no discriminación por lugar de nacimiento, condición migratoria ypasado judicial articulo 112),
el principio de no devolución (artículos 41 y66.14 inc. 2), la prohibición de expulsión colectiva
de personas extranjeras (artículo 66. 14), la ciudadanía universal, la libre movilidad y el
progresivo fin de la condición de persona extranjera (art. 416.6), la protección a personas
ecuatorianas en el exterior y a sus familiares en el territorio nacional (artículo 40), entre otros
principios yderechos constitucionales específicos sobre movilidad humana.

38 Además, la Constitución ha creado instituciones específicas en relación con la protección de
los derechos de las personas en movilidad, tales como como el Consejo Nacional de Igualdad
para Movilidad Humana (artículo 156), las delegaciones en el exterior de la Defensona del
Pueblo así como la obligación de formular políticas de movilidad humana (articulo 392) y la
consideración de la ciudadanía universal como un principio de las relaciones internacionales
(artículo 416.6).

39 Por todas estas razones, lo que le sucedió al señor José Antonio Olivera puede reflejar lo que
ha'pasado amúltiples personas extranjeras en situación de movilidad. El Estado ecuatonano, a
través de todas sus autoridades involucradas en el cumplimiento del marco constitucional, tienen
la obligación primordial de proteger todos los derechos de las personas que se encuentran en su
territorio sin discriminación por nacionalidad opor condición migratoria. Esta sentencia espera
contribuir aque situaciones como las juzgadas en este caso no vuelvan aocurrir. De ahí una de
las razones que explican la importancia de la competencia de la Corte Constitucional para
seleccionar, revisar yestablecer jurisprudencia en garantías jurisdiccionales.

(2) El hábeas corpus para garantizar la libertad de las personas en movilidad

40 Toda persona que considera que sus derechos han sido violados tiene derecho ala tutela
efectiva de los mismos, conforme lo dispone el artículo 75 de la Constitución:

Toda persona tiene derecho al acceso gratuito alajusticia yala tutela efectiva,
imparcial yexpedita de sus derechos eintereses, con sujeción alos principios de
inmediación yceleridad; en ningún caso quedará en indefensión.

41 El derecho a la tutela efectiva se hace efectivo cuando la persona utiliza una garantía
constitucional adecuada para evitar odetener la violación de sus derechos. Para el caso, el articulo
89 de laConstitución reconoce la acción dehábeas corpus:

Versión de José Antonio Olivera San Miguel, audiencia pública, 12 de junio de 2019.17
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La acción de hábeas corpus tiene por objeto recuperar la libertad de quien se
encuentre privado de ella deforma ilegal, arbitraria o ilegítima, por orden de
autoridadpublica ode cualquierpersona, asi comoproteger la vidayla integridad
física de laspersonas privadas de libertad.

42. Por su parte, la LOGJCC, en su artículo 43, establece como objeto del hábeas corpus:

1. Ano ser privada de la libertad enforma ilegal, arbitraria oilegítima, protección
que incluye la garantía de que la detención se haga siempre por mandato escrito
ymotivado dejuez competente, aexcepción de los casos deflagrancia;

2. Aque, en caso de ser una persona extranjera, incluso antes de haber solicitado
refugio o asilo político, no ser expulsada y devuelta al país donde teme
persecución odonde peligre su vida, su libertad, su integridadysu seguridad;

3. Ano ser incomunicada, o sometida a tratamientos vejatorios de su dignidad
humana;

4. Aserpuesta adisposición deljuez otribunal competente inmediatamenteyno más
tarde de lasveinticuatro horas siguientes a sudetención.

43. La Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores
Migratorios18, en su artículo 16 (8) dispone:

Los trabajadores migratorios ysusfamiliares que seanprivados de su libertadpor
detención oprisión tendrán derecho a incoar procedimientos ante un tribunal, a
fin de que éste pueda decidir sin demora acerca de la legalidad de su detención y
ordenar su libertad sila detención nofuere legal. En elejercicio de este recurso
recibirán la asistencia, gratuita si fuese necesario, de un intérprete cuando no
pudieren entender o hablar el idioma utilizado.

44 El señor Olivera San Miguel tenía derecho ala tutela efectiva de sus derechos yla acción de
hábeas corpus era el mecanismo adecuado yeficaz para reparar sus derechos violados Adecuado
porque la garantía fue diseñada con el objetivo de conocer yreparar violaciones a la libertad de
movimiento yala integridad durante la privación de libertad. Eficaz porque si logra cumplir con
los objetivos constitucionales, que es recuperar la libertad ocorregir las situaciones de privación
de libertad, se garantiza la libertad yla integridad. El señor Olivera San Miguel planteó la acción
de hábeas corpus y no fue aceptada en primera y en segunda instancia. Siendo una garantía
adecuada, en el caso no fue eficaz.

45 El señor Olivera San Miguel fue detenido sin haber cometido un delito flagrante ni haber
contado con una boleta expedida por juez competente. Además, las condiciones de privación de
libertad atentaron contra la dignidad del señor Olivera San Miguel, como se analizará en otros
acápites.

46. En la sentencia de primera instancia, el Juzgado Décimo Segundo de lo Civil de Pichincha
reconoció^

18 Ratificada por elEcuador el5 de febrero de 2002.
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Vemos que si bien no se ha llegado aexhibir la orden de privación de libertadpor
parte de la institución demandada, para considerar esta arbitraria oilegal, pero
se ha demostrado la existencia de una orden de deportación, lo que implica que el
señor Olivera ha sidojuzgado por infringir la Ley de Migración... (fs. 58v).

47 El juez reconoció la ilegalidad yla arbitrariedad al no exhibirse la orden de privación de
libertad emitida por unajueza competente ydebidamente motivada, y, sin embargo no tute olos
31ala libertad yala integridad física yemocional del señor Olivera San Miguel. El juez
debió haber tutelado el derecho a la libertad del señor Olivera yhaber dispuesto la inmediata
libertad por el solo hecho de la no exhibición de la orden de privación de libertad.

48 El juicio de deportación se inició por una infracción a la Ley de Migración vigente al
momento de los hechos yno por una supuesta infracción ala ley penal después de una privación
arbitraria de la libertad. No cabía la privación de libertad como regla. El inicio del procedimiento
de deportación, posterior ala detención, no es una razón válida para no conceder la acción de
hábeas corpus. Se requiere iniciar una investigación para solicitar una orden de detención yen
Ecuador no se puede detener para investigar si hubo ono un delito oinfracción de la ley.

49 En el presente caso se le detuvo y, basado en los documentos que aportó la persona
extranjera, se inició un proceso de deportación. El procedimiento para la detención no respeto el
ordenamiento jurídico vigente al momento de los hechos. Según la Ley de Migración se debía
conocer la situación de irregularidad antes de proceder aun arresto ysolo podían hacerlo agentes
especializados19.

50. En lasentencia comentada, eljuzgador argumentó:

dicho ciudadano de nacionalidad cubana no ha demostrado que suprivación de
libertad implique riesgo inminente contra su vida, libertado integridad, que pueda
acarrear a consecuencia de su deportación, tampoco se ha demostrado que se
encuentre privado de la libertad desde lafecha que se afirma 20 de enero del 2011,
ni tampoco se ha demostradopor orden de quien ocurrió talprivación de libertad...
(fs. 58v).

51. La sentencia del juez de primera instancia revirtió la carga de la prueba, que de ninguna
manera corresponde a la persona privada de libertad, incumpliendo con ello el pnneip o
establecido en el artículo 16 de la LOGJCC. La prueba de una detención legal corresponde a a
fuerza pública. Los agentes de detención deben demostrar que se detuvo ala^ona endehto
flagrante ocon boleta de juez competente. El juzgador exigió requisitos ypruebas ^pertinentes^
demostrar que su privación de libertad implica riesgo asu vida omtegndad, demostrar que la
privación de libertad le acarrea su deportación, que está privado de libertad.
52. En segunda instancia, la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, mediante sentencia de 13
de mayo de 2011, sostuvo que:

Al no haber sido parte de este proceso, la referida autoridad policial ha sido
privada de su derecho constitucional ala defensa; de allí que, la Sala no sabe si el

19 Artículo 20. 11•
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señor José Antonio Olivera San Miguel tiene orden de detención dictada por
alguna otra autoridadjudicial del Ecuador oanivel internacional; es decir, si está
puesto "a órdenes de otra autoridad", como advirtiera la Intendenta, (fs.2).

53. La Policía Nacional, como cualquier otra autoridad pública y como institución ejerce
competencias yno derechos20. Los derechos en discusión eran los del señor José Antonio Olivera
San Miguel y la ausencia de la autoridad policial no es una privación de su derecho a la defensa
sino una grave negligencia.

54. La Corte Provincial no aplicó el art. 16 de la LOGJCC que dispone que «Se presumirán
ciertos los hechos de la demanda cuando la entidadpública accionada no demuestre lo contrario
o no suministre la información solicitada, siempre que de otros elementos de convicción no
resulte una conclusión contraria."

55. La ausencia de la autoridad policial y la falta de exhibición de la orden de privación de
libertad eran una razón suficiente para conceder el hábeas corpus. Al no haber comparecido la
autoridad policial yno presentar orden de detención, la acción de hábeas corpus procedía yse
debía ordenar la inmediata libertad del señor Olivera San Miguel. La propia LOGJCC en su art
45 (2) (b) establece la presunción de privación arbitraria o ilegítima «cuando no se exhiba la
orden de privación de libertad".

56. El señor Olivera San Miguel fue privado ilegalmente de su libertad yplanteó una acción de
hábeas corpus, sin embargo no recuperó su libertad por una inadecuada aplicación del derecho
por parte de los jueces de primera ysegunda instancia, razón por la cual se violó su derecho a la
tutela judicial efectiva, reconocida enel artículo 75 de laConstitución.

57. La tutela de derechos que se pretende por medio de la acción de hábeas corpus tiene además
un efecto preventivo, con relación a la potencial violación de otros derechos producto de una
privación ilegal de la libertad. Al no haber sido el hábeas corpus una garantía eficaz las
consecuencias de la falta de tutela efectiva provocó, en el caso, que se violen los derechos de
libertad, el sometimiento de la persona acondiciones de privación de libertad indignas al debido
proceso en el juicio de deportación y, en consecuencia, a sus derechos que se derivan de su
condición de movilidad.

(3) La privación de la libertad de personas en condición migratoria irregular

58. La Constitución reconoce, en su artículo 66 (14):

El derecho a transitar libremente por el territorio nacional y a escoger su
residencia, así como aentrarysalir libremente delpaís, cuyo ejercicio se regulará
de acuerdo con la ley.

59. De acuerdo al artículo 77 (1) de la Constitución «laprivación de la libertad no será la regla
general yparaprivar a unapersona de la libertad serequiere:"

„.orden escrita dejueza ojuez competente, en los casos, por el tiempo ycon las
formalidades establecidas en la ley. Se exceptúan los delitos flagrantes, en cuyo

' Sentencia No. 282-13-JP/19 ysentencia No. 0066-15-JC/19.

12



Corte
Constitucional sentencia no. 159-11-JH/19
DEL ECUADOR (El hábeas corpus ylas personas en movilidad)

Juez ponente: Ramiro Ávila Santamaría

caso no podrá mantenerse a¡apersona detenida sinformula dejuiciopor más de
veinticuatro horas.

60. Según la Constitución, entonces, hay dos formas permitidas para privar de la libertad auna
persona, nacional oextranjera: orden de juez competente ypor delito flagrante.
61 El señor José Antonio Olivera San Miguel fue detenido cuando se movilizaba en su
motocicleta. En pleno ejercicio de su libertad de movimiento le fueron sohcita¿os sus documen£
Tfue trasladado por su condición migratoria, ala Jefatura Provincial de Pichincha. El señor
Olivera San Miguel no estaba cometiendo delito flagrante alguno n, tampoco se le exhibió una
orden deüuez competente. Por tanto, su detención fue inconstitucional. Sin embargo, conv.ene
analizar la ley vigente.

62. Según la Ley de Migración vigente ala época21:

a Los agentes de policía del Servicio de Migración que tenían conocimiento de alguno
de los hechos constitutivos de las causas de deportación establecidas en la ley podían
arrestar ala persona extranjera ydebían poner inmediatamente aórdenes de la jueza
ojuez de contravenciones de la provincia en que se efectuó la detención, para que se
inicie la acción de deportación. ., .

b La jueza ojuez de contravenciones debía iniciar el proceso de deportación de oficio
con el informe del agente de policía del Servicio de Migración, sin embargo si la
persona extranjera estaba detenida, antes de dar por iniciada la acción, debía solicitar
al juez de lo penal competente la adopción de medidas cautelares aplicables.

c Dentro de las 24 horas de iniciada la acción de deportación, la jueza o juez de
contravenciones debía disponer que concurran ante él, el representante del Ministerio
Público designado, la persona extranjera y su defensor de oficio oparticular, para
llevar a efecto laaudiencia en que se resolvería ladeportación.

d En la audiencia, se exhibían las pruebas atinentes a las situaciones de hecho yde
derecho en las que se fundamentaba la acción, y la declaración y alegatos de la
persona extranjera que se opongan a la misma. La jueza ojuez de contravenciones
debía expedir su resolución dentro de las 48 horas de realizada la audiencia,
ordenando o negando la deportación.

e. Una vez ordenada yejecutoriada la deportación, era ejecutada por los agentes de
policía en la forma, condiciones yplazo establecidos.

f. Cuando la orden de deportación no podía efectuarse, la jueza o juez de
contravenciones debía poner a la persona extranjera a disposición de juez penal
competente para que sustituya la prisión preventiva por alguna de las medidas
alternativas mientras se logre la ejecución de la orden de deportación. Transcurrido
el plazo de tres años sin que se ejecute la orden de deportación se regularizaba la
permanencia de la persona extranjera en el país.

63 En el caso del señor Olivera le detuvo un policía que no pertenecía al Servicio de Mociónfdel exped-rnte no se desprende que haya existido alguna irregularidad migratoria detectada
previa a laprivación de libertad.

«Ley de Migración publicada en Registro Oficial No. 563 de 12 de Abril de 2005, derogada por Ley No. J$fc<
0, publicada en Registro Oficial Suplemento 938 de 6de febrero de 2017. ^ ^
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64. El Intendente ordenó la privación de libertad einició un procedimiento de deportación en
base ala información proporcionada por la persona detenida después de su privación de libertad
La privación de libertad fue indeterminada y, por razones ajenas al Intendente yal proceso de
deportación, recuperó su libertad a los 48 días.

65. La Ley Orgánica de Movilidad Humana (LOMH), vigente, en el artículo 2establece entre
sus principios la prohibición de criminalización:

Ninguna persona será sujeta de sanciones penales por su condición de movilidad
humana.

66 El procedimiento para juzgar infracciones a la ley que regula la migración solo puede
aplicarse cuando la persona extranjera incurra en una de las causales establecidas en la LOMH22
Para garantizar la comparecencia y, de ser el caso, la deportación, la autoridad de control
migratorio podra disponer medidas cautelares no privativas de libertad.23

67. En el caso podrían haber tomado otras medidas menos gravosas, tales como la presentación
periódica frente a la autoridad. Los fines yel tiempo de privación de libertad fue una violación
adicional al derecho a la libertad del señor Olivera San Miguel.

68. La infracción de una norma administrativa, como es el incumplimiento de una regulación
migratoria, no puede bajo ninguna circunstancia ser entendida ni tratada como una infracción de
carácter penaL La investigación de una infracción penal está relacionada con el cometimiento de
un hecho tipificado como delito, interviene la policía, puede haber detención, hay presentación
ante una autoridad competente, puede haber privación de libertad. Si el proceso migratorio de
deportación tiene estas características significaría que el trato de una infracción migratoria es
semejante a una infracción penal. Esto puede considerarse que configura una forma de
criminalización por la condición migratoria. Por otro lado, los controles migratorios no deben ser
empleados como una supuesta forma para prevenir elcometimiento de delitos.

69 Las personas migrantes en situación irregular no podrán ser sancionadas penalmente por su
sola condición migratoria. Esta prohibición implica que tampoco se podrá tratar aesas personas
como si hubiesen cometido una infracción penal. En consecuencia, el Estado no podrá privar de
la libertad por condición migratoria ni iniciar un proceso de deportación que provenga de una
privación arbitraria de libertad. *

70. Por todas estas razones, se violó el artículo 77 (1) de la Constitución.

(4) El derecho a la igualdad y no discriminación y la aplicación de perfiles
discriminatorios en el marco de operativos de control migratorio

71. LaConstitución enel artículo 9, establece:

Las personas extranjeras que se encuentren en el territorio ecuatoriano tendrán
los mismos derechos y deberes que los ecuatorianos, de acuerdo con la
Constitución.

Ley Orgánica de Movilidad Humana, artículo 143.
Ley Orgánica de Movilidad Humana, artículo 145.
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72 Además en el artículo 11 (2) se señala que todas las personas son iguales ygozarán de los
mismos derechos deberes y oportunidades, y que nadie podrá ser discriminado, entre otras
razone por su «condición migratoria". El derecho ala igualdad yno discriminación esta también
reconocido en"el artículo 66 (4) de la Constitución yen el artículo 24 de la Convención Americana
sobrrDerechos Humanos (CADH), que establece que «Todas las personas son iguales ante la
ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, aigualprotección de la ley.
73. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha desarrollado, en estrecha
relación con el derecho a la igualdad y no discriminación, la doctrina de los perfiles
discriminatorios como:

una acción represora que se adopta por supuestas razones de seguridad o
protección pública yque está motivada en estereotipos de raza, color, etnicidad,
idioma, descendencia, religión, nacionalidad o lugar de nacimiento, o una
combinación de estosfactores, y no en sospechas objetivas.

74 La CIDH considera que la aplicación de perfiles discriminatorios, en el marco de operativos
de'control migratorio, vulnera el principio de igualdad ante la ley establecido en la Convención
Americana25 y al ser la CADH parte del bloque de constitucionahdad, violaría amblen el
derecho ala'igualdad yala no discriminación establecido en la Constitución. La aplicación de
estos perfiles, se basa en características fenotípicas, idioma ytodo aquello que le permita ala
autoridad estatal diferenciar el país de origen de la persona víctima de este tipo de acciones.

75. La prohibición de discriminación, establecida en el artículo 11.2 de la Constitución tiene
tres elementos para configurar el trato discriminatorio: (1) La comparabihdad: tiene que existir
dos si ls de ¡Lechos ¿e están en igual osemejantes condiciones; (2) la constataron de un
trato diferenciado por una de las categorías enunciadas ejemphficativamente en el articulo 11.2,
que son categorías protegidas yque, cuando se utilizan para diferenciar, se denominan categorías
sosp^hosasfy (3) la verificación del resultado, por el trato diferenciado, yque puede ser una
difeCciajustificadaounadiferenciaquediscrimina.Ladi^
se promueve derechos, y la diferencia discriminatoria cuando se menoscaba o anula el
reconocimiento, goce oejercicio de los derechos.26

76. La Dirección Nacional de Protección de Derechos Humanos ydéla Raleza de la
Defensoría del Pueblo de Ecuador emitió el pronunciamiento defensonal No. 005-DNPrt-2010
S 43)enel que estableció que «en el mes dejunio de 2010, en 16"provinciasfueron detenidas
privadas de su libertadysometidas aprocesos de deportación ante las Intendencias Generales

*CIDH, Informe n° 26/09 (Admisibilidad yFondo), Caso n° 12.440, Wallace de Almeida (Brasil), 20 de
"ÍiTrmeÍ^ (Admisibilidad yFondo), Caso n° 12.440, Wallace de Almeida (Brasil), 20 de
™¿7rte^nsl^naícaso N. 11-18-CN/19 (matrimonio igualitario), Sentencia de 12 de junio de 2019,
"Tot Tungurahua, Chimborazo, Morona Santiago, Cañar, Pastaza, Imbabura, Guayas, Cotopaxi, Los
Ríos, Pichincha, Zamora Chinchipe, Manabí, El Oro, Ñapo yEsmeraldas.
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de Policía en cada provincia...El registro por nacionalidades es el siguiente: colombiana 136
personas, peruana 60personas, cubana 59 personas, otras28 28personas.

TI. Respecto de las personas de nacionalidad de cubana la Defensoría del Pueblo señaló que
se evidencia que solo 9de las 59 personas detenidas, según criterio de la Intendencia, tienen

motivo de deportación por lo que las detenciones restantes fueron arbitrarias. De las 59
detenciones, el 64,41% se produjeron en Quitoyel 27,12% en Guayaquil... "(fs. 45).

78. El Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios yde sus
™rnnaS obse™ciones finales realizadas al segundo informe del Ecuador
CMW/C^CU/2) en sus sesiones 140a y141a reiteró su recomendación previa al Ecuador sobre

los procedimientos migratorios, incluidos la deportación y la expulsión señalando que «sean
procedimientos excepcionales yde carácter administrativo yno se traten dentro del sistema de
justiciapenal El Comité insta al Estadoparte arealizar las investigaciones necesarias sobre las
irregularidades cometidas en los operativos recientes y a sancionar debidamente a los
m^ZZZ™CargadOS ^ W CUmpUr la ^ ^ "° rSSpeten l°S Procedi^ntos
79. De estos informes, se desprende que la Policía Nacional, detenía a las personas en
mov, idad por ser extranjeros yno por cometer infracciones penales oinfracciones migratorias
establecidas en la Ley de Migración. En ese sentido, la Constitución, en su artículo 77 (1)
determina que se puede detener auna persona por cometer un delito flagrante ocon ordenjudicial'
Al momento de los hechos, la orden judicial debía ser emitida por el juez de contravenciones, sin
embargo en el caso del señor Olivera San Miguel fue detenido sin haber sido expedida la misma.

80. De la versión del señor Olivera San Miguel se evidencia que el agente de la Policía Nacional
sin pertenecer al Servicio de Migración de la Policía Nacional, le detuvo cuando el ciudadano se
encontraba entregando una factura en su motocicleta, acto seguido le solicitó la revisión de sus
documentos que justifiquen su situación migratoria en el país, así es como lo manifestó el señor
Olivera San Miguel en laaudiencia pública:

...tengo que llevarle aunque sea detenido a ti cubano. Te voy a llevar a
migración...

81. En ninguna parte del proceso se evidencia que el Estado haya justificado las razones para
que el agente de la Policía Nacional, sin pertenecer al Servicio de Migración, realice un control
migratorio, mas aun auna persona que se encontraba trabajando. Al contrario, por la forma de
Prs:rcLdai!daavdersion del sefior o,ivera san Miguei'se coiige ^e ,a—-**«*
82 Con relación al caso, aplicando la definición de la prohibición de discriminación (artículo
112 de la Constitución) se verifican los siguientes elementos: primero, el trato a personas
extranjeras dependiendo de la nacionalidad es comparable. Poí un lado, las personas de
nacionalidad de países cuyo perfil no interesa para el control migratorio, como por ejemplo, las

lo%ZT^St ChHena' d°mÍnÍCana' eSPafi°la' eStadounidense> h-8-a, india, italiana, nepalí,
"Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios yde sus Familiares, párr.

Versión de José Antonio Olivera San Miguel, audiencia pública, 12 de junio de 2019.
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nersonas de nacionalidad norteamericana oeuropea; por otro lado, personas cuyo perfil interesa
a controlemigratorio, como al momento de los hechos del caso, las personas de naciona .dad
cubW Aníbos grupos son comparables. El segundo elemento es constatar la existencia de una
categoría prohblda osospechosa. En el caso se encuentra la «condición migratoria ya
TJSonaMad" El tercer elemento es verificar si en los hechos existe, por la diferencia de tratoba aTo eíZcategoría prohibida osospechosa, una limitación ô ¡^*^*
caso se produjo una privación de libertad en circunstancias que pueden hacer presumir que se
bSen un perfil con base en la nacionalidad yla condición migratoria de la persona oapariencia
como una persona no nacional yademás en situación irregular, que terminaron violando otros
derechos como las condiciones indignas durante la privación de libertad.

83 Por las consideraciones antes expuestas, el Estado vulneró el derecho ala igualdad yno
discriminación consagrado en los artículos 9, 11(2) y66 (4) de la Constitución.

(sT Las condiciones de los establecimientos de privación de libertad de personas en
movilidad al momento de los hechos

84. Se considera necesario para el análisis de la presente sentencia, referirse alas condiciones
de los establecimientos de privación de libertad de personas extranjeras, debido que al momento
de los hechos se encontraba permitida la detención por fines migratorios.

85 El artículo 17 en sus incisos 1y2de la Convención sobre los Derechos de todos los
Trabajadores Migratorios ysus Familiares (en adelante CDTMF), dispone que:

Todo trabajador migratorio ofamiliar suyo privado de libertad será tratado
humanamente ycon el respeto debido ala dignidad inherente al ser humano yasu
identidad cultural.

Los trabajadores migratorios ysusfamiliares acusados estarán separados de los
condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y sometidos a un régimen
distinto, adecuado asu condición de personas no condenadas.

86 De acuerdo con los instrumentos internacionales de Derechos Humanos aplicables al
momento de los hechos-, los lugares de privación de libertad de personas debían respetar, al
menos, las siguientes reglas:

a. Las personas migrantes, cuando son privadas de su libertad, deben estar en
establecimientos específicamente destinados a migrantes,

b Los lugares ocentros de privación de libertad destinados apersonas que están siendo
procesadas ohan cometido infracciones penales no son lugares adecuados para las
personas migrantes.32

apatridas, victimas de trata de Pers0™sy nL41(M16. ACNUR, Directrices sobre los criterios y
Interamericana de Derechos Humanos (2015), parr.4iu-^io, /^ixuiv, ^. rTTW

13 y 18
32 Corte IDH. Caso Vélez Loor Vs. Panamá, op. cit., párr. 208.
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c. En todo caso las personas migrantes deberán estar siempre separadas de personas
privadas de libertad por infracciones penales, las mujeres de los hombres los
adolescentes y niños de los adultos, salvo que se trate de familiares

d. La persona migrante no podrá ser tratada como una persona procesada o condenada
penalmente; no se podrá disponer medidas tales como el uso de uniformes de prisioneros
o de grilletes. r

e. Los lugares ocentros deberán contar con servicios básicos, tales como acceso aatención
medica, agua potable, servicios higiénicos, lugares adecuados para dormir, ropa adecuada
al clima, artículos de higiene básica, espacios ymomentos para la recreación
Las personas migrantes deberán ser provistas por el Estado con alimentación adecuada

g. El Estado deberá atender a las personas que merezcan atención particular, tales como
personas embarazadas, personas con enfermedades o condiciones alimenticias
particulares.

h. El centro deberá contar con manuales ymateriales de información, en varios idiomas
sobre los derechos de las personas migrantes y los procesos legales; también deberán
ofrecer información sobre la Defensa Pública yde organizaciones que trabajan por los
derechos de las personasmigrantes.

i. Las personas migrantes tienen derecho al contacto periódico y a recibir visitas de
familiares, amistades ode organizaciones que apoyan apersonas migrantes.

Las condiciones de privación de libertad tienen relación con múltiples derechos- a la
integridad persona (artículo 66. 3), que incluye la integridad física, psíquica ymoral yuna vida
libre de violencia; los derechos del buen vivir, tales como el derecho al agua (artículo 12) ala
alimentación (articulo 13), ala recreación (artículo 24), ala familia (artículo 67).

88. El señor Olivera San Miguel estuvo detenido en un lugar "calabozo de migración" y
postenormente trasladado al llamado "Hotel Hernán", que era un hotel privado bajo custodia de
la Policía de Migración yel Ministerio del Interior." Estos lugares, apesar del nombre de hotel
albergue acogida, son de privación de libertad si es que las personas no pueden ejercer su derecho
judicialeT mOVlm,ent0 yestán baJ° órdenes de autoridades estatales, administrativas o

ÜL ?1lHeñ°H°!Írra San MÍ8JUe1' e" d"Calab°Z° de ^g™*™"' estuvo en un espacio reducidodos celdas de 16 metros cuadrados), no hubo luz natural ni buena ventilación/ninguna de las
ce das tema ventanas, había goteras en el patio yel piso siempre estaba mojado, no había agua
caliente, no había camas, había hacinamiento, las personas dormían en el piso sobre colchonetas
que las usaban adiario y, sin condiciones de higiene.

90. Según un informe proporcionado por la sociedad civil:

No reciben alimentación diariaproporcionadapor el centro de detención algunas
personas al no tener familiares en el Ecuador permanecen totalmente
incomunicados y sin ninguna alimentación. El alimento que llega a algunas
personas es proporcionado por amigos ofamiliares y es compartido de manera
solidaria entre todos y todas. Algunos cuentan que solicitan a conocidos que
vendan su ropapara obtener alimentos. Los miembros de la Policía encargados de
la custodia de las personas privadas de la libertad reciben alimentos en lapuerta

33 Javier Arcentales Illescas, Amicus Curiae, 24 de junio de 2019.
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de calle ypasan alos detenidos. Durante el día se les permite salir al patio, pero
en la noche, todos, 20 hombres y6mujeres son recluidos/as ymezclados/asen las
dos celdas sin ventilación, en un claro hacinamiento, con riesgo de asfixia y
contagio de enfermedades. Las mujeres manifiestan temor por dormir en un
espacio tan reducido con tantos hombres. En este centro fueron encontradas
personas enfermas, una con problemas de tiroides ysin medicación yotra con el
brazo fracturado usando clavos. Se supo que no reciben ningún tipo de atención
médica.34

91. Las condiciones del lugar descritas se confirman con la declaración que hizo el señor Olivera
San Miguel en la audiencia:

Lo explico porque yo lo viví: no tenía las condiciones, no había baño, estaban
hombres y mujeres, estábamos detenidos con colombianos que venían del penal
por drogas con colombianos, peruanos, nigerianos. Estábamos detenidos con ellos
vtuvimos que ponerle su raya porque era gente que traía sus mañas, sufumadera
de droga, sus mañas porque estaban presos 5 ó 6años, no sé cuanto tiempo y
estaban esperando deportación para susjespectivos países, pero era gente que
tenía problemas legales aquí en elpaís.. }s

92. Detenciones como la descrita fueron objeto de atención por parte del CTMF, que, en sus
observaciones al Ecuador emitidas en el año 2010, señaló:

Al Comité le preocupa que el procedimiento de expulsión ydeportación continúe
teniendo, en esencia, un carácter penal contrario a las disposiciones de la
Convención. Si bien toma nota del desarrollo de un Protocolo de Deportaciones,
el Comité lamenta lafalta de medidas eficaces para su implementacion, asi como
de información sobre estadísticas de deportaciones. Le preocupa al Comité que se
sigan registrando casos de detenciones arbitrarias y de no asignación de
intérpretes.

93 Las condiciones de privación de libertad que sufrió el señor Olivera San Miguel en el
"LbozoTmigración", de conformidad con las normas vigentes derivadas de los instrumento
intertcroníes d^ derechos humanos, fueron contrarias alos ^££%%ES?(artículo 66. 3), que incluye la integridad física, psíquica ymoral yuna vida libre de violencia.
94. Lo considerado en este acápite de ninguna manera significa que a..puedeV™^*«£
a las personas extranjeras en condición migratoria irregular. De conformidad con las
LnosictonTconstituci^les referidas previamente así como lo dispuesto por la actual Ley
SSTíSSSad Humana no se puede privar de libertad auna persona por fines
mSorios, de ahí que centros de privación de personas nacionales como aquellos en os que fue
STpor el señor Olivera son prohibidos por el actual marco constitucional ylegal.

-Coalición por las Migraciones yei Refugio, Defensoría del Pueblo yotros, Informe de Verificación sobre
»v7£ZSosé Antonio Olivera San Miguel, audiencia pública 12 de j^«k20»
^^^^^ ^
yde sus Familiares", Ginebra: 2010, párr. 29. 19 s™^-,
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(6) El debido proceso en el proceso de deportación

95. El Pacto Internacional de Derechos Civiles yPolíticos (PIDCP), en su artículo 13, reconoce
atoda persona extranjera el derecho a un debido proceso conforme a la ley, el derecho a ser
escuchado y el derecho a apelar:

El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado Parte en el
presente Pacto sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión
adoptada conforme a la ley; y, a menos que razones imperiosas de seguridad
nacional se opongan aello, se permitirá atal extranjero exponer las razones que
lo asistan en contra de su expulsión, así como someter su caso a revisión ante la
autoridad competente.

96. El Comité de Derechos Humanos ha establecido que cuando la decisión desemboca en
expulsión odeportación, el derecho establecido en el artículo 13 del PIDCP se aplica de ieual
modo si lapersona estaba en situación irregular:

...los derechos establecidos en [dicho] artículo 13 sóloprotegen alos extranjeros
que se encuentren lícitamente en elterritorio de un Estado Parte. No obstante si
la cuestión controvertida es la licitud de su entrada opermanencia, toda decisión
aeste respecto que desemboque en su expulsión odeportación debe adoptarse con
arreglo a lo previsto en el artículo.37

!x¡ral;aeraey ^ mÍgraCÍÓ"38 establecía el siguiente P™eso39 para la deportación de una persona

1) Los agentes de policía del Servicio de Migración que tenían conocimiento de alguno de
los hechos constitutivos de las causas de deportación establecidas en la ley podían
arrestar a la persona extranjera ydebían poner inmediatamente aórdenes de la jueza o
juez de contravenciones40 de la provincia en que se efectuó la detención, para que se
inicie la acción de deportación.

2) La jueza ojuez de contravenciones debía iniciar el proceso de deportación de oficio con
el informe del agente de policía del Servicio de Migración, sin embargo si la persona

37 Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 15 relativa ala situación de los extranjeros conarreglo al Pacto Internacional de Derechos Civiles yPolíticos, 1986 párr 9 extranjeros con
Publicada en elRegistro Oficial No. 563 de 12 de Abril 2005.

39 Ley demigración, artículos 19-36.

nLa ^ í TÍ8"adÓn fae reformada en el 2009 con la disposición reformatoria numeral 18 del CódigoOrgánico de la Función Judicial, que dispuso lo siguiente «/&, la Codificación de la Ley de Migración
publicada en el Registro Oficial 563 de 12 de abril de 2005, sustituyanse en los artículZ20, 2?22 24
¿5, 26, 27 28 y 31 las palabras "El Intendente General de Policía", por "la jueza o juez de
contravenciones". Sin embargo, hasta la fecha en la que le detuvieron al señor Olivera no se hablan
desagnado las juezas yjueces de contravenciones, por lo que el Intendente General de PolicTa segl
manteniendo el ejercicio de la competencia de las acciones de deportación, según lo establíSoTS
decima disposición trans.toria literal d) •« Hasta que se designen las juezas yjueces de contenciones
continuaran conoctendo ysancionando estas infracciones quienes actualmente tienen compZZanarahacerlo, abase de las disposiciones que se derogan en esta Ley". competencia para

20
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extranjera estaba detenida, antes de dar por iniciada la acción debía solicitar al juez de
lo penal competente la adopción de medidas cautelares aplicables.

3) Dentro de las 24 horas de iniciada la acción de deportación, la jueza ojuez de
contravenciones debía disponer que concurran ante él, el representante del Ministerio
PúbÍco designado, la persona extranjera ysu defensor de oficio oparticular, para llevar
a efecto laaudiencia en que seresolvería ladeportación.

4) En la audiencia, se exhibían las pruebas atinentes alas situaciones de hecho yde derecho
en las que se fundamentaba la acción, yla declaración yalegatos de la persona extranjera
que se opongan a la misma. La jueza ojuez de contravenciones debía expedir su
resolución dentro de las 48 horas de realizada la audiencia, ordenando onegando la
deportación.

5) Una vez ordenada yejecutoriada la deportación, era ejecutada por los agentes de policía
en la forma, condiciones y plazo establecidos.

6) Cuando la orden de deportación no podía efectuarse, la jueza ojuez de contravenciones
debía poner a la persona extranjera a disposición del juez penal competente para que
sustituya la prisión preventiva por alguna de las medidas alternativas mientras se logre
la ejecución de la orden de deportación. Transcurrido el plazo de tres años sin que se
ejecute la orden de deportación se regularizaba la permanencia de la persona extranjera
en el país.

98 Del expediente se desprende que en el caso del señor Olivera no se respetó el proceso de
dLScióí establecido en ía ley. En primer lugar el 20 de enero de 2011 le detuvo un policía que
no pertenecía al Servicio de Migración yle trasladó ala Jefatura Provincial de Migración de
pXla para recién comprobar su situación migratoria, ydespués le trasladaron al albergue
temporal, es decir no le llevaron ante el Intendente de Policía como lo establecía la ley.
99 El 21 de enero de 2011, el Intendente de Policía convocó aaudiencia coi el parte del
Subteniente de Policía de la súbzona La Luz, el cual fue elevado al Jefe Provincial de^Migración
LpthmcSa, es decir, no con el informe que debía ser realizado por el policía del Serví ode
MWactón Además, en este caso como la persona extranjera estaba detenida, el Intendente de
P¿S debía solicitar al juez de lo penal la adopción de medidas cautelares, sin embargo no lo
hizríatdtencrse llevó acabo 3días después de convocada, cuando la ley establecía que debía
haberlo den ro de las 24 horas de iniciada la acción de deportación. Como consecuenciael
ÍntendenteT Policía ordenó la deportación del señor Olivera, que nunca se efectuó como
tampoco se dispuso la sustitución de la prisión preventiva.

100 De acuerdo con la Constitución, artículo 76, la Corte IDH ydel Relator de Naciones Unidas
Je tofüTchos de los Migrantes, en los procesos de deportación el Estado tiene el deber de
respetan^garantizar, al menos las siguientes garantías yderechos de las personas migrantes.

«Corte IDH, Opinión C^^OC-16,99, El^?°"^™^

Reparacio.esy CoT Senttno^"=»e°s^f ™¿^££^dflO.^ambl..General de ta. ^

ivww.corteconstitucional.gob.ee



b.

Sentencia No. 159-11-JH/19
(El hábeas corpus ylas personas en movilidad)

Juez ponente: Ramiro Ávila Santamaría

La deportación debe ser de última ratio yla garantía del principio de no devolución para
toda persona extranjera v
Derecho aque las personas migrantes en situación irregular accedan aservicios públicos
tales como salud, educación o administración de justicia, sin que las autoridades de
control migratorio puedan acceder a información sobre el estatus migratorio de las
personas que acuden adichos servicios. En consecuencia, no se podrá iniciar un proceso
de deportación con base en información obtenida en servicios públicos que han atendido
a personas migrantes (barreras contrafuegos).42

c. Derecho aser informada expresa yformalmente de los cargos en su contra yde los
motivos de laexpulsión o deportación.

d. Derecho aser oído, aexponer sus razones yoponerse alos cargos en su contra
e. Derecho aser juzgado en un plazo razonable yaestar, durante los procedimientos sin

perjuicio de que se adopten medidas cautelares no privativas de la libertad para garantizar
su comparecencia a los procedimientos.

f. Derecho atener la posibilidad de solicitar sin dilación yrecibir asistencia consular «
g. Derecho a contar con un defensor público.
h. Derecho acontar, si fuere necesario, con traducción ointerpretación,
i. Derecho a recurrir y tener acceso a recursos jurisdiccionales eficaces
j. Derecho aser notificado de la eventual decisión de deportación oexpulsión, misma que

debe estar debidamente motivada.

k. El derecho ano ser deportado, entre otras, en las siguientes causas:
1. Cuando una persona presente necesidades de protección internacional, sea una

persona refugiada, solicitante de asilo, oque se considere como tal, aun cuando
todavía no haya accedido al procedimiento formal para determinar tal condición

2. En caso de que la persona extranjera alegara no estar en condición de retornar a
su país de origen, por considerar que su vida, libertad oseguridad se encuentre
en nesgo de violación, debe suspenderse el proceso hasta que exista una
valoración.

3. Cuando se trate de posibles víctimas del delito de trata de personas, aun cuando
no exista un proceso de carácter penal iniciado contra el supuesto victimario

4. Cuando se trate de personas extranjeras que demuestren tener vínculos con
personas ecuatorianas incluyendo uniones de hecho odemuestren mantener una
relación de dependencia económica ode otra índole con una persona ecuatoriana
yde la cual dependa su subsistencia ocuidado, tales como tutores/as ycuradores
de nmos, ninas oadolescentes opersonas con discapacidad

5. Cuando se trate de personas extranjeras de larga data arraigados en el Ecuador
6. Cuando la persona pueda estar contemplada en una de las categorías migratorias

previstas por la LOMH, aun cuando no haya completado la documentación por
motivos económicos o ajenos a su voluntad.

SfiT° N° Í°iA/67/,10í artíCUl°S 19 y26 dd text0 del Pr°yect0 de ««tallos sobre la expulsión deextranjeros aprobado por la Comisión en primera lectura wpuiuon ae

lF?Tomr/PeaU'Ínf0me dd Relat°r Especial sobre los derech°s órnanos de los migrantes 11 deagosto de 2014, parr 57,100 y103; Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los DereZ Humanos
Prmcipiosy directrices recomendados sobre los derechos humanos en lasfronteras internación^2o75
directriz 7numerales 3y6, directriz 9numeral 16, ydirectriz 10 numeral 11 mternac'°nal^ 2015,

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, artículo 36, apartado b.
22
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mi La Lev de Migración vigente al momento de los hechos se expidió en el año 1971 yse
cocificó e/el 2005ísto es antes de la expedición de la actual Constitución, la cual establece los
principios yderechos de movilidad humana.

102 La lev antes mencionada establecía la deportación como la consecuencia inmediata de la
102. La ley ante* mf™" rartículos 11 V19) y disponía que "los agentes de policía del

SerllZlX^^ °&» d"l°S heChrrrZm AlZllde deportación podrán realizar el arresto del extranjero imputado" (articulo, 2Q^A
n»C terS, la Constitución de Montecristi ylos instrumentos internacionales de derechos
humanos reconocían el derecho al debido proceso en los casos de deportación.
103 La autoridad migratoria, encargada del control, era el Ministerio del Interior através delom«X eSde Migración^ la Policía Nacional. Desde 2009, con la vigencia de
Código Orgánico de la Función Judicial, Disposición Reformator a 18, el Juez de
Contenciones, autoridad judicial tenía competencia para resolver las deportaciones, y
reemplazó al Intendente de Policía, que era una autoridad administrativa.

104 De los hechos del caso, se desprende que el señor Olivera San Miguel no fue informado
obrsu derechos n" sobre el proceso de deportación, no fue escuchado sobre sus motivaciones
vsus relá^ famLes en Ecuador, no fue juzgado en un plazo razonable no tuvo la^¿toTSSu* asistencia consular ynunca fue notificado sobre el inicio ola conclusión
del proceso de deportación que se inició en su contra.

lílS Por todas estas razones, se violó el derecho al debido proceso reconocido en el artículo 76cela%£!^™«*¡*de deportación iniciado en contra del señor Olivera San Miguel.
(7) El derecho ala movilidad ylos límites del Estado para controlaryregular el ingreso

ypermanencia de personas extranjeras

106. La Constitución, en su artículo 40, establece:

Se reconoce a las personas el derecho a migrar. No se identificará ni se
considerará aningún ser humano como ilegalpor su condición migratoria.

107 Este reconocimiento jurídico implica un cambio de paradigma en relación ala consideraciónaTla^S^ZS. Se ha pasado de un asunto propio de la soberanía estatal yla seguridad
tln^Mc las personas eran objetos de control, auna perspectiva del sujeto de derechos,
en el que el Estado es garante de derechos.

108 El derecho a la movilidad implica el respeto ala facultad de trasladarse que tienen lasPers'ona: yí^de que dicho'traslado ocurra en condiciones dignas, tanto en el lugar de
origen, tránsito o destino, y retorno

tT^nZT^oonsidJáo que estas personas merecen atención pnontana. ^
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z^^:z^^eMi^ha sido reconocid°por ia corte j—j-*
Generalmente los migrantes se encuentran en una situación de vulnerabilidad
como sujetos de derechos humanos, en una condición individual de ausencia o
diferencia de poder con respecto alos no-migrantes (nacionales oresidentes)
...Esta situación conduce al establecimiento de diferencias en el acceso de unos y
otros a los recursos públicos administrados por elEstado.44

111. Si bien los Estados tienen la potestad de determinar su política migratoria ydefinir los
requisitos de ingreso estancia y expulsión de personas no nacionales de su territorio dicha
potestad se encuentra limitada por los principios de respeto ygarantía de los derechos húmanos
112. Las personas en movilidad deben respetar el ordenamiento jurídico ycumplir con los
deberes yresponsabilidades establecidas en los artículos 9y83 de la Constitución

113. Las personas que se encuentren en el territorio ecuatoriano son titulares de todos los derechos
reconocidos en la Constitución yen los instrumentos internacionales de o^os^unWZ
natT..r/TtadOS P°r 6l EStad° SÍ" discriminaci°n alguna por la condición moratoria'lanacionalidad, el ongen o cualquier otra causa, salvo las limitaciones establecida en la
Consunción, como el ejercicio de derechos políticos, otratos que sean razonables objetivo
propínales que no lesionen derechos humanos yque respeten el debido proceso yadgnld
de las personas «Entre esos derechos se encuentra la libertad de movimiento, la proh^dón de
privación de libertad arbitraria, el debido proceso. proninicion de

114. El derecho> amigrar debe ser considerado en cada caso yser resuelto con base en las
circunstancias. Al abordar la potestad estatal para expulsar apersonas extranjeras e" Esído debe
tener en cuenta certas protecciones que consagran valores fundamentales de las soctdades
dem0crat,cas, tales como los vínculos familiares, personas con necesidades de £«32
internacional personas respecto de las cuales sus derechos ala vida, libertad oseguridadTesten en
peligro al ser devueltos, víctimas de trata yotras circunstancias semejantes"

115. En el caso, José Antonio Olivera San Miguel manifestó tener una relación afectiva con una
i":xzz?°podía t esar asu país de °rigen ŷ tenía^0tz:zzen Ecuador. Estas alegaciones no fueron consideradas de forma alguna por las autoridades
ZZt\Z:riemn d- e" ^"^" 6l "~~ de «ónylTptet
116. El artículo 40 de la Constitución, cuando establece que «No se identificará ni se considerará
aningún ser humano como ilegalpor su condición migratoria ", prohibe tanto ZdíscrimínZZ
por la consideración migratoria en cuanto a la identificación y trato como ZS
criminalización de las personas por su situación migratoria

44 Corte^^,^t;rOC18/01 "Condicíón jMa y*~*« * *• »*—
l£:Zn^s^n£°nSUltÍVa 0C18/°l "C°ndÍCÍÓn ***** yd™h°° * 'os migrantes
46 CIDH, Informe No. 63/08, Caso 12.534, Andrea Mortlock (Estados Unidos), 25 de julio 2008, párr. 78.
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117 El orocedimiento seguido en contra de José Antonio Olivera San Miguel tuvo ^acterísticas

mmBmmm
proceso penal.

Constitución.

(8) La reparación integral

119. La Constitución establece que cuando exista una violación de derechos, reconocida por un
juez ojueza, procederá la reparación integral, en su articulo 86 (3):

La iueza ojuez resolverá la causa mediante sentencia, yen caso de constatarse la
viiZracdnde derechos, deberá declararla, ordenar la reparación integral,
mateZ "inmaterial, yespecificar eindividualizar las obligaciones, positivas y
TgZaí, "cargo deUesünaíario de la decisiónjudicial, ylas circunstancias en
que deban cumplirse.

120. Por su parte, el artículo 18 de la LOGJCC desarrolla el derecho ala reparación integral,
estableciendo que:

En caso de declararse la vulneración de derechos se ordenará la reparación
inteZpor el daño material einmaterial. La reparación ^e^ralproejara que"apfrsonaopersonas titulares del derecho violado gocenydisfruten el derecho de
ZZera mi adecuada posible yque se restablezca ala^-on^n^la
violación La reparación podrá incluir, entre otras formas, ^reMon del
Je echo la compensación económica o patrimonial, la rehabilitación, lat^cL, las garantías de que el hecho no se repita, laobigaaonderemntir a
la autoridad competente para investigar y sancionar, las adidas üe
recocimiento, las disculpas públicas, la prestación de servicios públicos, la
atención de salud.

i?1 Fl señor Olivera San Miguel, con respecto auna posible reparación, manifestó:121. El señor™™*Ty g , F&̂ ^ nacionalidadporque tengo ya tres
'hZsa^TelpaLLs documentos de la nacionalidad están en proceso, yapase
tprZ "que tacen de los símbolos patrios ytuve la entrevista, solo estoy en
t^ceso de espera. Normalmente dicen que dura un año desde que se entrega
Zregueen octubre entonces estoy en el conteo del tiempo. Yyo pienso que uno
bueno co^o miproblema aquífue más tratar de regularizarmeyseguir mi vda en
elcamvo normal tiene un costo bastante alto de la ciudadanía, son aparte de todoslosXüesTese hacen afuera, son $750,00 ala hora de que te otorgan la carta
actualmente.41

^^^^^^S^n Miguel, audiencia pública, 12 de junio de 2019.
25
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122 En cuanto alas violaciones asus derechos que han sido declaradas, la Corte considera que
que puede constituir una forma de reparación

123. En relación al objetivo de regularizar su situación migratoria, por el tiempo transcurrido ñor
as violaciones asus derechos, la Corte considera que una de la formas simMKca de^eZr

ademas tomando en cuenta que ha cumplido con casi todos los requisitos e^^SSíS
bs normas que se aplican ala regularización, como satisfacción otorgar7Sr OHveS San
Miguel la nacionalidad ecuatoriana por naturalización, si es que ha cumplido toZk*Sto
^ss^^r^s,n costo a,guno'a carg°dei Miníster¡°de ^--s ExSr;
124. Para cumplir con la obligación de no repetir la violación de derechos humanos aue ha sido
resuelta mediante esta sentencia, el Ministerio del Interior yel Consejo de laTudTcatura no unlapso de seis meses, en sus portales de internet publicarán esta sentencia yla dsíXporlos
med os adecuados ydisponibles atodo el personal policial yoperadores de ústicfa con e
objetivo de que se conozcan hechos que son considerados vioktorios alos derechos vaue se
pueda prevenir futuros casos semejantes al que motiva esta sentencia. yq

125. En cuanto a la reparación económica, el artículo 19 de la inr.irr a-
srtrñ dei mon,,°se ,ramtarf -***«°<>i ¡1«™cJ^dod,Eec„ra:Estado. Esta Corte, en el presente caso, considerando los hechos probados ylas graves vTolactne
alos derechos humanos ocurridas, en aplicación de los principios de stapliHcS ST
» entl^T °"TT'• eS,ableCÍd°S e" e' artíCU'° '69* '» CodsZtón yTonsideS

Mit.íf C0r|ef.C0nsidera fe el Ministerio del Interior deberá compensar al señor Olivera San
no frahln T° *** ,ÍJÍ*^^ E1 Cálcul° obJetivo Para ™compensación por os días

Decisión

^,^436 nw^Tl' *dmÍnÍStrando Justicia constitucional conforme lo dispuesto en elarticulo 436 (3) y(6) de la Constitución, artículo 25 de la LOGJCC, DECIDE:

1. Declarar que la norma contenida en el artículo 25 (6) de la LOGJCC es inanli^hlPcuando la corte ev¡dencie que, en un caso seleccionado, por unvulnenSód de echó
repago '̂
2 Revocar las decisiones adoptadas por el juez décimo segundo de lo Civil de Pichincha
ypor la Primera Sala de lo Civil, Mercantil, Inquilinato yMateriales Resbales de la CoÍ
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por el señor José Antonio Olivera.

ylas garantías tengan efecto útil.

derecho ala igualdad yno discnmmacon, arttcu ,9 12) .nc^2 66 W

Antonio Olivera SanMiguel.

5. Declarar oue e, Estado, através *^.KSyíK!«£

Antonio Olivera San Miguel,

simbólica de reparación.

beneficiario.

la publicación de la sentencia en su portal web institucional.

entregado en la cuenta que él designe en el plazo máximo de seis meses.

cumplimiento deesta sentencia.

^e^SSe^Sr»e^^^«
27
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de Pichincha. De igual modo, reprocha la actuación de los funcionarios pertenecientes ala
fuerza publica: Marco Pazmiño, jefe de la Subzona La Luz de la UVC OTC^te£¿£
G^ditS^ de "^ y— Quispe^ntut
Notifíquese, publíquese y cúmplase.

Dr. Hernán Salgada Pesantes
PRESIDENTE

mmmmm
SECRET
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RAZÓN -Siento por tal, que el texto de la sentencia que antecede fue suscrito el día juevesvl^lTno'viembre de dos mil diecinueve, luego del procesamiento de las
observaciones recogidas en la sesión respectiva.- Lo certifico-
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